
		
			[image: Imagen de portada]
		

	
		
			
				[image: Esta democracia no es democracia. OjoPúblico, publicado por Debate]
			

		

		
      Síguenos en
Penguin Perú

       

      [image: Facebook] Penguin Perú        

      

      [image: Twitter] @penguinlibrospe  

      

      [image: Instagram] @penguinlibrospe  

      [image: Penguin Random House]

		

	
		
			Índice

			Introducción, por Nelly Luna Amancio

			1. Populismos. Catalina Lobo-Guerrero entrevista a Yanina Welp

			2. Derechos lingüísticos. Nelly Luna Amancio entrevista a Yásnaya Aguilar

			3. Desigualdad. Catalina Lobo-Guerrero entrevista a James A. Robinson

			4. Crimen organizado. Nelly Luna Amancio entrevista a Juan Pablo Luna

			5. justicia. Josefina Townsend entrevista a Luis Moreno Ocampo

			6. Libertad de prensa. Catalina Lobo-Guerrero entrevista a Martin Baron

			7. Democracia. Josefina Townsend entrevista a Alberto Vergara

			8. Dictaduras. Catalina Lobo-Guerrero entrevista a Dora María Téllez

			9. Pueblos indígenas. Gloria Ziegler entrevista a Tarcila Rivera Zea

			10. Memoria. Josefina Townsend entrevista a Lurgio Gavilán

			11. Derechos civiles. Gloria Ziegler entrevista a Josefina Miró Quesada

			Biografía de las autoras

			Agradecimientos

			Notas

			Legal

			Sobre OjoPúblico

			Sobre este libro

		

		
			Teníamos que avanzar, por ejemplo, 

			hacia la primavera y la felicidad.

			El miedo tenía que dejar las montañas y los valles. 

			La verdad tenía que llegar a la meta 

			antes que la mentira.

			Ciertas desgracias no iban 

			a suceder más: 

			por ejemplo, la guerra 

			y el hambre, y tantas otras cosas. […]

			La estupidez no es graciosa. 

			La sabiduría no es alegre. 

			La esperanza 

			ya no es, por desgracia, esa muchacha joven.

			WISŁAWA SZYMBORSKA, «EL OCASO DEL SIGLO»

			Soñé la palabra escrita en las redes sociales

			«Nos matan cuando alzamos la voz, y cuando callamos también».

			Si decimos que fue fruto de un sueño para que nuestra bandera flameara de rojo y blanco,

			¿qué color debemos soñar para ser libres?

			El verde de la Amazonía es nuestra esperanza,

			¿el verde de nuestros bosques es también nuestra perdición?

			Desde cada esquina, desde nuestros rincones, desde nuestros interiores

			¡resistimos!

			¡Resistimos siempre, a todas las pandemias!

			Resistimos para resistir.

			Soñamos para resistir.

			Tan frágiles pero indomables

			como los ríos fuimos, fuimos.

			DINA ANANCO, POETA AWAJÚN-WAMPIS

			Lo que sucede más bien es que la democracia como forma de gobierno se está sacrificando en el altar de un capitalismo expansionista que,

			con vistas a su propio aseguramiento, necesita recurrir cada vez más a prácticas autoritarias.

			KLAUS DÖRRE, SOCIÓLOGO ALEMÁN

		

	
		
			introducción

			Del colapso climático al colapso democrático 
Nelly Luna Amancio

			Directora periodística de OjoPúblico

			Decir que la democracia está en crisis es ya un cliché, pero durante años los líderes políticos de las naciones más poderosas de Occidente evitaron reconocerlo abiertamente. Ahora, la mayor amenaza para este sistema proviene del corazón de una de las democracias más antiguas y ricas del mundo. Desde que asumió su segundo mandato, en enero de 2025, el presidente de Estados Unidos, Donald J. Trump, está decidido a debilitar el sistema internacional representado por la Organización de las Naciones Unidas (ONU), fundada hace ochenta años tras el fin de la Segunda Guerra Mundial. Sus acciones no solo desafían los valores democráticos, son también una amenaza para su supervivencia.

			En una cruel coincidencia, o tal vez no, Trump —un negacionista de la crisis climática generada por la explotación de combustibles fósiles— fue elegido presidente el mismo año en que el planeta rompió el umbral crítico del calentamiento global respecto a los niveles preindustriales1. En 2024, por primera vez desde que se tiene registro, la Tierra superó los 1,5 grados Celsius, por encima del objetivo establecido en el Acuerdo de París (2015). Este año, tal y como lo hizo durante su primer mandato, el presidente estadounidense volvió a retirarse de este tratado promovido por la ONU, que busca que los países reduzcan sus emisiones. Trump representa esos 1,5 grados para la democracia: el punto de no retorno.

			El año pasado, en un evento público, le pregunté a un alto funcionario del Gobierno estadounidense de Joe Biden si creía que este modelo de la democracia liberal, que se consolidó en Occidente con el fin de la Segunda Guerra Mundial, estaba en evidente deterioro. Los indicadores de confianza estaban por los suelos y la extrema derecha avanzaba sobre un debate público secuestrado por la desinformación y los algoritmos de las grandes compañías tecnológicas. Me dijo que no, que más bien él creía lo contrario. Como argumento, citó el gran número de países que en estos tiempos realizan elecciones para elegir a sus autoridades.

			El primer gran problema ante una crisis es no reconocerla, pese a todas las evidencias. La historia de la ciencia sobre la crisis climática, por ejemplo, está repleta de alertas que al inicio fueron ignoradas. Los primeros datos sobre el calentamiento del planeta aparecieron a finales del siglo XIX, pero los Gobiernos recién hicieron algo a inicios de este siglo, cuando la emergencia comenzó a cobrar vidas y a destruir viviendas. Solo entonces se impulsaron acuerdos para reducir emisiones. Aunque claro, los mayores contaminadores —entre ellos Estados Unidos y China— hasta ahora no cumplen con esos compromisos.

			Algo similar sucedió con la democracia. Nadie quiso atender a tiempo los síntomas de su deterioro. La primera elección de Trump en noviembre de 2016 y la de otros liderazgos extremistas en América y Europa a través del voto popular fueron y son los indicios más explícitos de las fallas en el sistema expresadas por el descontento ciudadano, sometido a un debate distorsionado por las redes sociales. «Se está produciendo una evolución hacia sistemas no democráticos, pero que están legitimados democráticamente», explica el sociólogo alemán Klaus Dörre2. Una vez electos y dentro del sistema, comienzan a devorarlo.

			¿Qué tiene que ver todo esto con la democracia en América latina? Mucho.

			Durante la emergencia sanitaria por la pandemia de la COVID-19, una variopinta red de colectivos religiosos, partidos políticos y organizaciones ultraconservadoras de Estados Unidos y Europa estrecharon lazos3 con grupos latinoamericanos contra lo que denominaron la «agenda globalista». Primero, apuntaron sus críticas contra las vacunas. Luego, contra el enfoque y la igualdad de género, el acceso al aborto y el matrimonio igualitario. Y, después, contra todos los objetivos globales de desarrollo sostenible de la ONU.

			Desde entonces, estas alianzas se han hecho más explícitas y tienen entre sus más fieles representantes no solo a Trump o al expresidente de Brasil, Jair Bolsonaro, sino también a presidentes como Nayib Bukele, en El Salvador, y Javier Milei, en Argentina, y a varios candidatos que ahora postulan para las elecciones presidenciales de Chile, Bolivia, Perú, Colombia y Brasil que se realizarán en 2025 y 2026. Estos líderes buscan aniquilar las metas de la Agenda 20304.

			Mientras terminábamos este libro, el presidente Trump firmó decenas de órdenes ejecutivas que han puesto a prueba la institucionalidad de Estados Unidos, afectando normas federales y, con estas, las dinámicas globales de poder. Y ha colocado a Elon Musk —el hombre más rico del mundo, propietario de X (antes Twitter), SpaceX y Tesla— al mando del Departamento de Eficiencia Gubernamental, que en las primeras semanas despidió a cientos de funcionarios y desmanteló la ayuda internacional. Es difícil saber con certeza la amplitud del impacto a mediano y largo plazo en América Latina.

			Hay un gesto que resume con crudeza la mirada de Trump sobre nuestra región. A las pocas horas de asumir su segundo mandato, respondió a la pregunta de una periodista sobre cuál será la relación de este país con Latinoamérica. «No los necesitamos; nos necesitan», dijo en la Casa Blanca, ese 20 de enero de 2025. Su desprecio se tradujo en deportaciones masivas y en amenaza de aranceles.

			Desde entonces, el presidente estadounidense ha firmado decretos contra los derechos de los migrantes, suspendido la ayuda humanitaria en el mundo, retirado su país de la Organización Mundial de la Salud (OMS) y del Acuerdo de París, despedido a miles de trabajadores, contratado a lobistas del petróleo en la principal agencia de protección ambiental y generado en su avalancha una crisis constitucional sin precedentes.

			Aunque algunas medidas han sido paralizadas por las cortes federales, él ha continuado firmando normas con la velocidad con la que un incendio arrasa todo a su paso. «Ha habido tantas acciones inconstitucionales e ilegales en los primeros dieciocho días de la presidencia de Trump. Nunca habíamos visto nada como esto», le dijo al diario The New York Times Erwin Chemerinsky, decano de la Facultad de Derecho de la Universidad de California en Berkeley.

			La que fue una de las democracias más estables del mundo está sometida a una era de inestabilidad política que apenas comienza. Con sus decretos, desinformación y ataques a los derechos civiles ganados en las últimas décadas, Trump está acelerando el desgaste de las frágiles —en algunos casos ya inexistentes— democracias latinoamericanas.

			Podemos decir que en 2026 la democracia liberal moderna —tal y como la conocemos— cumplirá doscientos cincuenta años. Con la independencia de los Estados Unidos, en 1776, se planteó un nuevo paradigma de sistema de gobernanza política, que luego se extendería a los ideales de la Revolución francesa de 1789 y a las guerras por la independencia en América Latina.

			Este ideal que prometió impulsar un sistema representativo y justo se fue deteriorando por la falta de confianza: mientras generó una acumulación de riqueza sin precedentes en muy pocas manos5, no logró cumplir sus promesas de igualdad de oportunidades ni de justicia. La democracia en América Latina se erosiona también por la corrupción, la debilidad institucional, la captura del Estado en manos de poderes económicos legales e ilegales y por el avance sin precedentes de nuevas formas de superestructuras criminales. Todo esto alimentado por los gritos y discursos de odio que irrumpen desde las redes sociales. Incluso muchos periodistas y medios han caído en la trampa de la confrontación: los algoritmos celebran a quien más grita, ridiculiza e insulta. El espacio cívico digital acabó secuestrado por la espectacularización de la política y el mercado de la atención que solo beneficia a las Big Tech.

			Este libro busca, precisamente, a través de las conversaciones con once destacados intelectuales latinoamericanos, debatir el estado de esta promesa democrática incumplida, analizar las causas del colapso democrático y replantearnos escenarios ante la reducción de los espacios cívicos y el avance de discursos nacionalistas, populistas, antiinmigrantes, negacionistas de la ciencia y ultraconservadores.

			En estas páginas, encontrará entrevistas de fondo con Martin Baron, exdirector de The Washington Post; Dora María Téllez, Comandante Dos de la Revolución sandinista, exiliada y crítica del régimen Ortega-Murillo; James A. Robinson, Premio Nobel de Economía 2024; Luis Moreno Ocampo, primer fiscal jefe de la Corte Penal Internacional; Yásnaya Elena Aguilar, intelectual mexicana, lingüista y activista por los derechos lingüísticos; Alberto Vergara, politólogo peruano; Tarcila Rivera, lideresa de la nación quechua-chanka del Perú, activista indígena y reconocida defensora de los derechos de las niñas y mujeres; Yanina Welp, analista argentina y doctora en Ciencias Políticas y Sociales; Lurgio Gavilán, antropólogo peruano especializado en la importancia de la memoria histórica; Juan Pablo Luna, investigador uruguayo; y Josefina Miró Quesada, abogada experta en derechos humanos y promotora del derecho a la muerte digna.

			Las entrevistas profundizan en el avance del crimen organizado, la crisis del sistema de justicia y de la gobernanza mundial, el estado de los derechos indígenas, las amenazas contra el enfoque de género y los derechos sexuales, los populismos nacionalistas, la desigualdad, la construcción de una memoria histórica, la violación de los derechos humanos, los ataques a la libertad de prensa y el impacto que tendrá este segundo Gobierno de Trump en Latinoamérica, en un contexto en el que China se ha convertido en el primer socio comercial de varios de nuestros países.

			«Es posible que, como ha sucedido en África, América Latina se consolide como un enclave privilegiado de la puja económica y geopolítica entre EE. UU. y China y sus aliados. En ese sentido, me parece que se empieza a configurar también una nueva división en la región, con países como Brasil o Perú, crecientemente alineados con China, y otros como Argentina o El Salvador, más alineados con [los] EE. UU. de Trump», dice Juan Pablo Luna en su entrevista.

			El contexto latinoamericano de los años que siguen es crítico: Chile, Bolivia, Brasil, Colombia y Perú tendrán elecciones entre 2025 y 2026, cuando sus democracias atraviesan sus peores indicadores de confianza. Hace buen tiempo que las cifras del Latinobarómetro6 sobre la percepción de la democracia son un llamado de alerta. El régimen liderado por Nayib Bukele en El Salvador tiene los indicadores más altos de confianza en la democracia (un 78 % confía en el presidente y un 77 % dice estar satisfecho con la democracia en este país), muy por encima incluso de Costa Rica y de Uruguay, países tradicionalmente conocidos por sus democracias estables.

			Ir a elecciones no define una democracia. Miremos nuevamente a El Salvador, donde Bukele quebrantó la independencia de los poderes, y ahora silencia a la sociedad civil y persigue a periodistas incómodos; o veamos también a los regímenes dictatoriales de Venezuela, Nicaragua y Cuba, donde atacan a las ONG de derechos humanos y encarcelan opositores; o a Gobiernos como los del Perú, donde, en tres meses de protestas contra la presidenta Dina Boluarte y el Congreso, una violenta represión policial y militar asesinó a cuarenta y nueve ciudadanos, siete de ellos de entre quince y diecisiete años, incluidos tres estudiantes de secundaria. Varios ni siquiera participaban en las manifestaciones y murieron de un balazo por la espalda o en la cabeza. En un nuevo capítulo del creciente autoritarismo en Perú, al cierre de este libro el Congreso aprobó una ley que pretende someter políticamente a las organizaciones de la sociedad civil y prohíbe a las ONG de derechos humanos defender a víctimas de los abusos del Estado.

			Bukele es uno de los ejemplos más claros del populismo autoritario en la región. «Los populismos que logran mantenerse en el poder, al menos por un tiempo, es porque ofrecen respuestas. Podemos cuestionar o evaluar qué tan certeras son estas respuestas, qué tan respetuosas son de los derechos humanos y [de] la pluralidad, pero es innegable que ofrecen soluciones», sostiene Yanina Welp. La investigadora profundiza en lo que está detrás de la amplia popularidad del presidente salvadoreño: «En un país afectado por la criminalidad, la migración, la falta de perspectivas y otros problemas, llega un líder joven que habla inglés, que se percibe como guapo... y genera una especie de identificación de que los salvadoreños pueden ser algo distinto a la imagen que pueda verse desde Estados Unidos. Su respuesta para abordar el problema de la criminalidad —aberrante respecto a los derechos humanos— logra pacificar el país. Y esa pacificación tiene un impacto. El Banco Santander, en su informe del año pasado, dice que ahora el turismo en El Salvador representa una parte importante del Producto Bruto Interno. Así que hay cierta reactivación económica. No creo que esta situación perdure, y lo veo como algo dramático y sobre todo no proyectable a otros casos latinoamericanos. Pero entiendo por qué lo quieren tanto».

			En el caso peruano, la primavera democrática acabó en 2016, el año en que la lideresa de Fuerza Popular e hija de Alberto Fujimori, Keiko Fujimori, se negó por primera vez a reconocer los resultados electorales y declaró —con su aplastante bancada— la guerra política al entonces presidente Pedro Pablo Kuczynski. Desde entonces, comenzó una espiral de crisis e inestabilidad que ocasionó que el país tuviera seis presidentes en seis años7. Actualmente, el Perú es dirigido por un régimen autoritario que, a pesar de tener apenas 4 % de aprobación, gobierna con el apoyo incondicional de la mayoría de las bancadas del Congreso.

			Uno de los aspectos que la permanente crisis peruana ha expuesto es el racismo estructural. En la entrevista con Tarcila Rivera Zea, lideresa quechua-chanka y fundadora de la organización Chirapaq, se profundiza en la exclusión histórica que han enfrentado los pueblos indígenas. «Hasta el hecho de reclamar derechos se convierte en una satanización, llamándonos terroristas. Y, al tipificarnos de ese modo, nos quitan todo derecho de opinar, de participar, de movilizarnos», sostiene. Rivera denuncia la persecución de la que han sido víctimas varios líderes indígenas por protestar contra el régimen de Dina Boluarte, quien asumió la presidencia por sucesión constitucional tras el fallido golpe de Estado de Pedro Castillo. De las cuarenta y nueve personas asesinadas entre diciembre de 2022 y marzo de 2023, la mayoría pertenecía a comunidades indígenas de las regiones surandinas, precisamente las que están entre las más pobres del país. Se trata del período más violento contra la ciudadanía desde la recuperación de la democracia en el año 2000. A pesar de las evidencias de abuso estatal, y de que muchas víctimas ni siquiera participaban en las marchas, Boluarte las continúa acusando de delincuentes y terroristas.

			El Perú recuperó su democracia en noviembre de 2000, tras la salida del régimen autoritario y corrupto de Alberto Fujimori. En estos veinticinco años de elecciones ininterrumpidas no hubo registro del uso por parte del Estado de tantas balas, armas de guerra y bombas lacrimógenas contra civiles, como la utilizada durante el actual mandato de Dina Boluarte. En todo este período, desde el año 2000, 219 personas han muerto en el Perú en protestas y conflictos sociales, pero casi la cuarta parte de estas (22 %) fueron asesinadas solo en los primeros tres meses de la gestión de Boluarte8.

			«La calidad de la democracia ha ido decayendo de forma constante en los últimos veinte años», alerta el Índice de Transformación de la Fundación Bertelsmann9. El análisis de 2024 muestra que de los 137 países estudiados, solo sesenta y tres siguen siendo democracias, mientras que la mayoría están clasificados como autocracias. Estos datos muestran una tendencia hacia el autoritarismo, no solo en América Latina, sino también en Europa, donde la extrema derecha avanza en varios países.

			En América Latina, el estudio identifica descensos notables en Argentina, El Salvador y Perú, donde los Gobiernos «han demostrado falta de voluntad y capacidad para participar en la cooperación internacional. Aquí también las deficiencias políticas internas se han reflejado en el comportamiento de estos Estados en la escena internacional, en su desprecio por las normas del Estado de derecho y los acuerdos vinculantes, y en su rechazo a cualquier crítica».

			Según este análisis, el derecho a la participación es uno de los más afectados: «Los derechos de reunión y asociación en treinta y dos Estados se han visto cada vez más restringidos y la libertad de expresión en treinta y nueve países se ha enfrentado a controles más estrictos. Esta erosión gradual de la democracia puede proporcionar una vía para el establecimiento de un régimen autoritario».

			En los últimos años, las represiones violentas se han registrado no solo en Perú, sino también en Colombia (al menos treinta y siete jóvenes fallecieron en las protestas de 2021) y Chile (se reportaron treinta y cuatro muertes y más de tres mil setecientos heridos en las protestas registradas entre octubre de 2019 y marzo de 2020, durante el llamado «estallido social»).

			Economía y desigualdad

			La relación entre el deterioro democrático y la desigualdad económica es otro de los ejes que hemos querido profundizar en este libro. Como señalan Hanna Ketterer y Karina Becker, editoras del libro ¿Qué falla en la democracia? (Herder, 2023)10 —donde invitan a debatir a Klaus Dörre, Nancy Fraser, Stephan Lessenich y Hartmut Rosa sobre la relación entre la erosión del sistema político y el actual modelo de crecimiento—, «existe un consenso en que nos hallamos ante una crisis no solo de la democracia, sino también del capitalismo».

			En el mismo libro, la filósofa política estadounidense Nancy Fraser cuestiona el diagnóstico de que la crisis de la democracia se exprese solo en la disfunción de las instituciones. Y nos dice que «la crisis de la democracia no es más que una vertiente de una crisis general de la sociedad capitalista» y que «la manera en la que se podrán encontrar salidas será repensando las estructuras e instituciones de la sociedad capitalista».

			En su entrevista para este libro, el economista y politólogo británico James A. Robinson, ganador del Premio Nobel de Economía 2024 junto con sus colegas Daren Acemoglu y Simon Johnson por sus estudios sobre la desigualdad en el crecimiento de las naciones, analiza precisamente los vínculos entre la crisis de la democracia y de la economía, y pone de ejemplo el caso de los Estados Unidos: «La mayoría de los estadounidenses no está mejor ahora de lo que estaban hace cincuenta años. Los salarios medios no han aumentado en medio siglo, aunque la economía ha crecido. Ha habido un enorme aumento de la desigualdad, la movilidad social ha caído drásticamente y los puestos de trabajo han desaparecido». Robinson critica con severidad a la élite política demócrata: «¿Qué hizo Bill Clinton? Impulsó la agenda de libre mercado que fue lo que creó esta situación. ¿Qué hizo Barack Obama? Nada».

			La democracia no cumplió su promesa. Para el nobel, «la gente esperaba mucho de este sistema, creía que las cosas iban a cambiar. Sin embargo, la democracia ha sido decepcionante en muchos sentidos: ha sido clientelista, corrupta y las instituciones estatales son débiles. Por eso, la gente está buscando otra cosa, otras ideas. Y eso se extiende. Está claro que el modelo de Trump se extendió, no puedes pensar en Bolsonaro o [en] José Antonio Kast, en Chile, sin pensar en Trump».

			Robinson va más allá y analiza los orígenes de la desigualdad económica en América Latina y menciona cómo las estructuras coloniales definieron el progreso económico en las naciones del continente: «Algunas pocas personas, entre españoles y criollos, se beneficiaron enormemente del sistema de explotación de los grupos indígenas impuesto durante la Colonia. Y esa misma estructura se reprodujo después de la independencia. Nunca se transformó ni se consiguió la democratización de la sociedad para reequilibrar las relaciones de poder».

			También hace hincapié en cómo hay poco impulso para crear instituciones estatales eficaces, pues las élites se benefician de ello: «Los Estados débiles ofrecen ventajas para quienes tienen recursos y conexiones sociales adecuadas. Pueden manipular la ley, adquirir activos ilegalmente y crear monopolios».

			La entrevista con Robinson revisa los impactos de las medidas neoliberales establecidas a finales de los años ochenta en América Latina desde una serie de organismos internacionales. «El Consenso de Washington11 considera que la economía funciona como las leyes de la gravedad de Newton: un modelo matemático que lo explica todo, en todo momento y en todo lugar. Y eso es ridículo. La economía no funciona así, sino que está incrustada en la sociedad y la cultura», dice el economista.

			En ese mismo camino, la cofundadora de la Red de Politólogas e investigadora senior en el Albert Hirschman Center on Democracy, Yanina Welp, profundiza el discurso de Trump y de Milei en lo económico y sus lazos con la democracia. «El mundo avanza hacia una nueva dinámica de liderazgos populistas, donde lo que cambia es el eje. Incluso podríamos especular que vamos hacia un populismo ultraconservador, “profamilia”, y a otro que quisiera romper con la estructura del Estado nación, similar al de Milei, o al que quisieran Elon Musk y las grandes corporaciones», sostiene la politóloga argentina.

			El sistema de justicia internacional

			En el avance de regímenes autoritarios y populistas en la región, una de las primeras víctimas es el sistema de justicia. Los poderes de turno, en manos del Ejecutivo, buscan someter al Poder Judicial y quebrar su independencia. Lo hizo en su momento Hugo Chávez, en Venezuela, y, mucho antes, en los noventa, Alberto Fujimori, en Perú. En este siglo, también lo han hecho Daniel Ortega, en Nicaragua, y Nayib Bukele, en El Salvador, mientras que en el Perú y en el México de hoy, aunque distanciados políticamente, los Gobiernos buscan también, a través de aparentes reformas, interferir en la independencia judicial.

			Todo esto ocurre, además, ante una escalada del crimen organizado y las economías ilegales en la región. La persecución del delito no está a la altura del sofisticado crimen transnacional. Así como hablamos y discutimos sobre cómo fortalecer los viejos pilares del sistema democrático para estas nuevas formas de sociedades hiperconectadas, en el libro también nos planteamos cómo el actual sistema judicial de nuestros países debe reformular su estrategia, no solo para defenderse de las ansias de control del Ejecutivo, sino también para mejorar su lucha contra las organizaciones criminales transfronterizas.

			Sobre este punto, entrevistamos al abogado argentino Luis Moreno Ocampo, uno de los fiscales que llevó adelante la acusación en el juicio contra las Juntas Militares de la dictadura argentina que gobernó ese país entre 1976 y 1983, que derivó en la condena de los altos mandos, incluido Jorge Rafael Videla. Ocampo, quien también fue, en 2003, el primer fiscal general de la Corte Penal Internacional (CPI), sostiene: «El problema es que mientras el crimen organizado opera sin reconocer límites, los policías y los sistemas de seguridad son nacionales». E insiste mucho en la falta de innovación de nuestra democracia: «La Corte Penal Internacional fue la única innovación institucional significativa del siglo XXI», menciona.

			Este tribunal de influencia internacional, que entró en vigor en 2002, se creó con el fin de investigar y sancionar a las personas con poder político y de mando, acusadas de cometer crímenes de lesa humanidad y otros delitos de trascendencia mundial. Ha procesado a jefes de Gobierno, militares, líderes políticos o empresariales que hayan financiado crímenes internacionales. El aporte de esta corte fue, precisamente, impulsar sanciones y juicios transnacionales como un mecanismo para luchar contra la impunidad local.

			El análisis de Moreno Ocampo alcanza a las instituciones de la democracia global y al papel de los países más poderosos del planeta. Tras la guerra en Gaza, el bombardeo de Israel sobre población civil, la muerte de niños y periodistas, y el bloqueo para impedir que la ayuda internacional llegara a la zona, la Corte Penal Internacional ordenó la detención del primer ministro de Israel, Benjamín Netanyahu, y de su exministro de Defensa, Yoav Gallant, así como del comandante de Hamas, Mohammed Mohammed Deif (presuntamente muerto), por cargos de crímenes de guerra y contra la humanidad, iniciada el 7 de octubre de 2023, luego del ataque de Hamas contra ciudadanos israelíes12.

			Por esta orden, Netanyahu acusó a la CPI de ser «antisemita» y Estados Unidos expresó públicamente su rechazo a la medida. En la entrevista, Moreno analiza cómo estas decisiones afectan el consenso global de una corte internacional. «Cuando países importantes, como Estados Unidos, niegan el carácter criminal de determinadas acciones, como bloquear el acceso a agua para dos millones de personas en Gaza, es un problema, pero el problema principal lo tiene Estados Unidos, que está perdiendo legitimidad. Se está volviendo evidente que aplican la ley solo cuando no afecta a sus amigos», precisa Moreno.

			Y cita otro caso, la orden de arresto que dio la misma CPI contra el presidente ruso, Vladimir Putin13, quien «no pudo viajar a Sudáfrica ni a Brasil por temor a ser arrestado», lo que también «refleja la relevancia de las decisiones del tribunal» por su estructura e impacto transfronterizo. Y precisa: «Las democracias nacionales no pueden resolver los problemas del siglo XXI», en referencia a que las estructuras que permitieron el desarrollo de estos sistemas de gobierno deben avanzar hacia mecanismos de gobernanza más amplios e innovadores.

			Moreno cree que el fortalecimiento de un sistema como el de la Corte Penal Internacional podría ayudarnos a enfrentar problemas transnacionales, pero reconoce que ese camino no será fácil, y que probablemente será aún más complicado en el actual contexto. «Lo que ocurre es que existe [en las Naciones Unidas] una especie de “imperio” liderado por los cinco miembros permanentes del Consejo de Seguridad, que tienen un poder de veto que les permite imponer sus condiciones y distorsiona el funcionamiento del sistema. Por ejemplo, Rusia veta resoluciones que se oponen a su invasión de Ucrania, y Estados Unidos hace lo propio cuando se trata de resoluciones que podrían obligar a Israel a un cese al fuego», analiza el abogado, haciendo énfasis en los desafíos e inconsistencias del mismo sistema.

			Violencia urbana y crimen organizado

			Durante los últimos años, pero principalmente durante la pandemia —como han advertido nuestras investigaciones en OjoPúblico—, el crimen organizado reconfiguró su poder y expansión en América Latina. Las organizaciones criminales que más se han extendido tienen en común su vocación transnacional, la diversificación de sus negocios, el control territorial, la acumulación sin precedentes de capital, el uso de la tecnología para sofisticar sus procesos y las cárceles como zona de origen y despegue para la administración de su violenta economía ilegal.

			Entre los grupos más grandes se encuentran el Comando Vermelho14 y el Primer Comando de la Capital (PCC), ambos de Brasil; los Comandos de Frontera y otros disidentes de las FARC, y Los Lobos y Los Choneros, de Ecuador. Estos grupos, tradicionalmente enfocados en el tráfico de drogas, en la actualidad también controlan rutas y territorios donde se realizan otras actividades ilegales, como la extracción ilegal de oro, el tráfico de armas y especies de flora y fauna, y el cultivo de hoja de coca sobre tierras indígenas y áreas naturales protegidas.

			Estas formas de criminalidad necesitan el control de amplios territorios en las zonas de frontera, en especial en la Amazonía; y dependiendo del área, operan con la autorización de autoridades locales, comunidades indígenas y otros asentamientos locales. Es por eso que los bosques amazónicos y los ríos se han convertido en foco de las principales disputas por parte de estas mafias. Entre 2001 y 2020, la Amazonía perdió más de 54,2 millones de hectáreas, lo que representa el 9 % de todos sus bosques, según estima un estudio de la Red Amazónica de Información Socioambiental Georreferenciada (Raisg).

			Pero hay otra forma de criminalidad más urbana y violenta, que también está acorralando a las principales ciudades y capitales de Latinoamérica: las extorsiones. En gran parte de estos países, la organización que ha tomado el control de este delito es el Tren de Aragua15. Su expansión se ha hecho a través de una serie de franquicias instaladas desde Venezuela, en donde se originó este grupo criminal, hasta Colombia, Ecuador, Perú y Chile.

			Solo en el Perú, el número de denuncias por extorsión —que no representan el total, porque son muchos más los que no denuncian por miedo— aumentó después de la pandemia. Entre 2021 y 2023, casi se quintuplicaron: pasaron de 4510 a 22 162 denuncias16. Lo mismo sucedió con la cantidad de denuncias por homicidio: entre 2021 y 2023, estas aumentaron en más de 34 %.

			Sobre estas formas de criminalidad, conversamos con el investigador uruguayo Juan Pablo Luna, quien lleva años analizando cómo la expansión del crimen organizado se relaciona con la crisis de la democracia. «¿Quién valora la democracia en un contexto de masivas extorsiones?», se pregunta. «Este deterioro de la democracia no es el único vector de la expansión de los mercados ilegales, pero es un vector que toma más fuerza dado el trasfondo de descontento, de vaciamiento de la promesa de la democracia en la región», sostiene.

			Uno de las principales debilidades para enfrentar a la criminalidad y sus negocios tiene que ver con la ausencia de innovación en las formas de investigar estos grupos: los Estados continúan replicando la misma lógica de la fallida lucha antidrogas en lugar de ampliar esfuerzos para seguirle la pista al dinero.

			El crimen organizado necesita de un sistema financiero en donde lavar sus millonarios ingresos. Las economías ilegales utilizan las estructuras formales de este para esos intereses. Una investigación de OjoPúblico realizada en cinco países de la Amazonía17 expuso, por ejemplo, cómo el oro extraído ilegalmente termina siendo exportado a mercados de la India y de Emiratos Árabes Unidos. El informe detalla que, entre 2014 y 2023, Perú, Ecuador, Bolivia y Colombia exportaron por lo menos tres mil toneladas de oro de alta pureza de origen no formal. ¿Cómo fue posible que este mineral ingresara al comercio global en la más absoluta impunidad? ¿Qué puede hacer esta frágil democracia para contener esta acumulación de blanqueo de capitales?

			«Buena parte de la tecnología de detección de lavado de dinero está basada en el reporte de operaciones sospechosas que hacen los bancos, pero ese sistema detecta cómo se lavaba el dinero hace veinte años, cuando se lavaba con la compra de casas. No tiene ninguna capacidad de detectar nuevas tecnologías del blanqueo», insiste Luna, y señala que las autoridades no le ponen demasiado interés a priorizar la persecución de estos capitales. «Si todo este dinero que entra a la economía genera crecimiento, genera incorporación social, genera bienestar y, al mismo tiempo, mucho de ese crecimiento no genera violencia —porque el crimen organizado cuando funciona bien, no genera violencia, no genera homicidios, y eso es lo que preocupa a los políticos—, entonces los políticos tienen todo el incentivo para mirar para el costado», argumenta.

			Perseguir el dinero podría dar resultados si hubiera consenso en hacerlo. En los últimos años, además de la expansión de cultivos ilegales que deforestan, las organizaciones criminales están capturando puestos de poder político a nivel subnacional. Los mismos pueblos indígenas son los más afectados por el avance de la violencia criminal. América Latina concentra, según el informe de la ONG Global Witness, el 85 % de los asesinatos de defensores del territorio. «Sí, en realidad nos hemos convertido en una amenaza para los actores ilegales. Hemos avanzado en visibilidad y nos hemos convertido en un enemigo del sistema. ¿Por qué? Porque somos conscientes de nuestros derechos territoriales», enfatiza Tarcila Rivera.

			Libertad de expresión y algoritmos

			La desconfianza hacia el periodismo es otro de los indicadores visibles de la crisis democrática en la región. En la entrevista con Martin Baron, exdirector del The Washington Post y reconocido periodista de investigación que expuso los abusos sexuales en la Iglesia católica, se analiza la frágil situación que enfrentan las organizaciones de noticias. Los ataques al periodismo —enfatiza Baron— «socavan la credibilidad de los medios» y «buscan minar su sustentabilidad económica, porque a los periodistas individuales y también a las empresas periodísticas les cuesta mucho dinero defenderse».

			«Es un proceso que no sucede de la noche a la mañana, pero puede ocurrir con bastante rapidez, durante un período de meses o años, y, obviamente, los medios se resisten a esos esfuerzos. Pero después de unos meses o años de acoso por parte del Gobierno autoritario, estos se debilitan y pierden la energía, los recursos y la capacidad de seguir resistiendo a la presión. Muchas veces, los aliados de esos políticos empiezan a comprar los medios para cooptarlos. Entonces, el gran objetivo es debilitar a los medios», señala.

			Martin Baron habla también sobre el rol de los periodistas en medio de estos ataques y la ofensiva de grupos extremistas: «Los periodistas no estamos en guerra, estamos trabajando. Eso significa que tenemos que concentrarnos en nuestro oficio. Pedir cuentas a los poderosos y obtener y proporcionar información que el público merece y necesita. Esa es la misión del periodismo, así que deberíamos centrarnos en ella en lugar de convertirnos en guerreros o combatientes, porque sería una encerrona para nuestra profesión». E insiste en que los periodistas no somos activistas: «Nos comportamos como si fuéramos el partido de la oposición, nadie confiará en nuestro trabajo. Tenemos la obligación de defender la democracia, pero hay un papel en una democracia para los activistas que no es el nuestro».

			La democracia también cayó en la trampa de la confrontación. Y ahora, como otros contenidos en línea distorsionados por los algoritmos de las plataformas digitales, los líderes deben competir también por la atención. «Los consorcios de tecnología inteligente están causando con sus prácticas comerciales una destrucción lenta y discreta, pero progresiva, de las esferas públicas democráticas», ha escrito, por su parte, el sociólogo alemán Klaus Dörre.

			En este contexto, el riesgo es que caigamos en la espectacularización de la política: «Los estudios de comunicación indican que, desde los años sesenta y setenta, los partidos políticos han adoptado cada vez más estrategias de marketing para promocionar a un candidato, lo que socava el poder del partido como aparato que toma decisiones. Esto empeora con la desregulación del sistema de medios de los años noventa y estalla cuando aparecen los medios digitales y la competencia por la atención del público», dice, en ese sentido, Welp. Y añade: «Los políticos son un actor más en la competencia por la atención y los incentivos están para que todas las candidaturas se extremen. Es sistémico. Las condiciones están dadas para una avanzada en la espectacularización de la política y, en ese terreno, el populismo se mueve mejor que nadie, logrando captar la atención». A esto se suma que cada vez las redes sociales promueven abiertamente la mentira y la desinformación. Este año, Mark Zuckerberg, el dueño de Meta (Facebook, Instagram y WhatsApp), siguió los pasos de Elon Musk en Twitter (ahora X) y canceló su programa de verificación de contenido y moderación.

			¿Tiene sentido hablar de la importancia de los hechos en una democracia cuando a las personas les importa cada vez menos la verdad? ¿Cómo enfrentar el desafío democrático cuando la discusión pública está moderada por la trampa de las plataformas que les dan mayor importancia a las mentiras, a los gritos y a las emociones que a la razón y a los hechos? En las conversaciones con Welp, Baron y Moreno profundizamos en estos temas y se plantean algunas salidas.

			Derechos indígenas y Estados nación

			Este libro también complejiza la conversación en torno a la promesa democrática hacia los pueblos indígenas originarios de América Latina y los derechos lingüísticos. Una de las voces más críticas y lúcidas del continente en estos temas es la de la intelectual mexicana Yásnaya Aguilar, activista del pueblo mixe, parte de una comunidad en el estado de Oaxaca. «¿Qué democracia quieren que defendamos, la que nos despojó de nuestro territorio y derechos?», me dijo al inicio de la entrevista. La reflexión sobre la democracia, para Yásnaya, debe llevarnos a repensar el origen de las actuales formas de Estado nación y cómo estas se han fortalecido, muchas veces afectando derechos de los pueblos originarios: «Ese Estado de bienestar que prometió la democracia no nos llegó a los pueblos indígenas y muchas veces se construyó sobre el despojo de nuestros pueblos. Para que la ciudad tuviera electricidad se sacrificaron a estos pueblos». La lingüista cuestiona que muy pocos de estos Estados surgieron sobre la idea de inclusión y justicia social.

			Yásnaya Aguilar cree que hay un optimismo ingenuo —que invisibiliza los impactos negativos— detrás de la narrativa de los modelos democráticos, «como si estuvieran funcionando muy bien y que ahora están en peligro, pero la realidad es que nacieron siendo muy poco democráticos: la utopía en realidad no existió. Los pueblos indígenas sabemos y sufrimos los efectos de la democracia, de esa que se narra con héroes, eso en realidad fue un despojo para nosotros».

			Uno de los ejemplos más evidentes sobre la violencia contra los pueblos indígenas es la extinción de decenas de idiomas originarios durante las últimas décadas. La Unesco señala que en el mundo se hablan alrededor de siete mil lenguas, pero solo en el último siglo se han extinguido alrededor de cuatrocientos (aproximadamente una cada tres meses). Se estima que la mitad de estas lenguas podrían extinguirse a finales del siglo XXI. «La desaparición de una lengua implica necesariamente procesos de opresión que son antidemocráticos y anti derechos humanos. Casi siempre, para extinguir una lengua se violentan los derechos humanos de las poblaciones que la hablan», dice Yásnaya Aguilar.

			La intelectual mexicana cuestiona las estructuras del modelo democrático y cita la importancia que otras estructuras sociales tienen entre los pueblos indígenas de América Latina. «Existen estructuras comunales, hay estructuras clánicas, hay otras maneras de organización sociopolítica que no solo son la democracia», señala, citando como ejemplo las mingas, esas formas de trabajo colectivo para el bien común que siguen funcionando en Perú, Ecuador y Colombia.

			Estas formas de organización comunitaria, dice Yásnaya, pueden ser también una respuesta a nuevas formas de economías más sostenibles, donde no prime el elevado consumo energético que demanda el mercado. «Creo que la emergencia climática va a cambiar todo el juego de los Estados nación, de las democracias, el juego del mercado, el juego del capital», dice. No es posible continuar la discusión sobre las amenazas del colapso democrático si es que no ponemos en el centro del debate el colapso climático. La emergencia global que enfrentamos tiene un origen ineludible: nuestro insaciable consumo energético, sostenido a costa de los más pobres. Los momentos de crisis convergentes, como los que se viven en estos tiempos, pueden ser también escenarios para replantear nuestros modos de consumo, nuestros modelos de crecimiento y las formas cómo nos relacionamos entre nosotros. Este libro es una invitación a hacerlo y a escucharnos de forma genuina.
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			1. Populismos 
Yanina Welp

			«El mundo avanza hacia una nueva dinámica de liderazgos populistas, donde lo que cambia es el eje»

			Entrevista de Catalina Lobo-Guerrero18

			Yanina Welp es cofundadora de la Red de Politólogas e investigadora senior en el Albert Hirschman Center on Democracy, en Ginebra, Suiza. De origen argentino, estudió Ciencia Política y Ciencias de la Comunicación Social en la Universidad de Buenos Aires y luego hizo su doctorado en Ciencias Políticas y Sociales en la Universidad Pompeu Fabra, en Barcelona. Es autora de numerosos artículos y libros que abordan temas como el populismo y los mecanismos y formas de participación popular, y es una experta analista en política latinoamericana.

			Entre sus publicaciones más recientes destaca The Will of the People: Populism and Citizen Participation in Latin America (2022). En la actualidad, se dedica a la investigación académica y a la docencia, y se preocupa por difundir el conocimiento entre el público. Escribe reseñas y columnas y ha realizado varios podcasts, como Las mil caras del populismo y Who is Voting in 2024.

			La última encuesta de Latinobarómetro revela que más del 50 % de los latinoamericanos (con variaciones entre países) ya no creen en los partidos o no los consideran relevantes. Además, no les importaría tener Gobiernos no democráticos si resuelven los problemas más acuciantes. ¿Qué nos dicen estas cifras sobre lo que ocurre en la región y cómo se relacionan con el populismo?

			Diría que hay un primer nivel, que es la profunda insatisfacción entre la gente. Tiene que ver con los malos resultados de la gobernanza y la corrupción, la criminalidad, la pobreza, el mal uso de recursos, los servicios públicos deficientes, etcétera. Luego, hay un segundo nivel y es una tendencia hacia el escándalo en los medios de comunicación y las redes sociales. Vende mucho más informar que todo es un desastre, en vez de informar que hay algunas cosas que van bien o no tan mal. Esta tendencia contribuye a crear la idea general de que el Estado no sirve para nada. No hay ninguna duda de que ha habido mucha corrupción en el manejo de los planes públicos, pero eso no debería llevarnos a concluir que la solución es desarmar por completo las ayudas públicas y los partidos políticos. Y luego está un tercer nivel: la idea de que un líder autoritario es preferible a uno democrático si resuelve problemas. La falacia que esconde esa premisa es que podemos elegir al líder autoritario.

			Un autócrata a tu medida.

			Claro. El líder autoritario podrá resolver problemas, excepcionalmente, en algún lugar. Pero si te toca un Daniel Ortega no va a resolver nada. El tema con el populismo, especialmente en nuestros contextos contemporáneos, donde los líderes acceden al poder mediante procesos electorales más o menos libres y justos, es que, una vez en el poder, tienden a cooptar las instituciones. Y luego, cuando te los quieres sacar de encima, ya no puedes.

			¿Es en este contexto de adversidades y en la búsqueda de una solución que tiende a surgir el populismo?

			El populismo tiene un fuerte componente simbólico, construye la idea de pueblo y permite hacer una catarsis alrededor de necesidades insatisfechas. Pero creo que hay una distancia enorme entre este nivel simbólico y la capacidad de resolver problemas. Hay muchos populismos que resultan efímeros; es decir, aunque se perciba la idea de que el populismo arrasa con todo, en realidad hay muchos casos fallidos. Hay una larga lista en América Latina, quizá uno de los casos más renombrados de los últimos tiempos fue el del [expresidente peruano] Pedro Castillo19, cuyo paso por el Gobierno fue tan dramático como efímero y puso una vez más sobre la mesa que no hay soluciones mágicas.

			¿Qué hace que algunos Gobiernos populistas sean flor de un día y otros permanezcan durante décadas?

			Los populismos que logran mantenerse en el poder, al menos por un tiempo, es porque ofrecen respuestas. Podemos cuestionar o evaluar qué tan certeras son estas respuestas, qué tan respetuosas son de los derechos humanos y la pluralidad, pero es innegable que ofrecen soluciones. Un ejemplo emblemático actual es el caso de [Nayib] Bukele en El Salvador. En un país afectado por la criminalidad, la migración, la falta de perspectivas y otros problemas, llega un líder joven que habla inglés, que se percibe como guapo... y genera una especie de identificación de que los salvadoreños pueden ser algo distinto a la imagen que pueda verse desde Estados Unidos. Su respuesta para abordar el problema de la criminalidad —aberrante respecto a los derechos humanos— logra pacificar el país. Y esa pacificación tiene un impacto. El Banco Santander, en su informe del año pasado, dice que ahora el turismo en El Salvador representa una parte importante del Producto Bruto Interno. Así que hay cierta reactivación económica. En mi opinión, no creo que esta situación perdure, y lo veo como algo dramático y sobre todo no proyectable a otros casos latinoamericanos. Pero entiendo por qué lo quieren tanto.

			¿Podemos decir que hay un tipo de populismo latinoamericano que es diferente al de otros países por nuestra tradición de caudillismo en la historia?

			Es difícil decirlo. Tal vez podríamos argumentar que hay una tradición en América Latina que nos hace más propensos a esa clase de gobierno. Porque el liderazgo es una pieza fundamental del populismo, y en nuestros países ha sido más fácil que surjan estos líderes con componentes autoritarios. Si son más o menos autoritarios, depende de diversos factores como la psicología, la situación y, sobre todo, si les permiten actuar de esa manera. Porque una vez que alguien se erige como el representante del pueblo —el pueblo soy yo— puede hacer lo que quiera. Pensando en especificidades, María Esperanza Casullo menciona al menos dos: uno tiene que ver con lo que ella llama un «efecto aluvional». En general, cuando pensamos en el populismo contemporáneo en Francia, [en] Hungría o [en] el nazismo en su origen, hay una nostalgia por una supuesta época dorada. En cambio, en el populismo latinoamericano no encontramos eso. Es todo mucho más diverso, complejo, variado y multicolor desde su inicio. No es que en Europa los pueblos sean más homogéneos, sino que así lo han instalado sus mitos fundantes. Los nuestros no. Quizá Bolsonaro sea una excepción, pero sinceramente ¿cómo podría tener calado su discurso de un Brasil blanco? Entonces, creo que este aspecto, la diversidad y el crisol que es América Latina, es realmente interesante. Y relacionado con lo anterior, también según María Esperanza, está la idea de que los populismos, incluso el de Trump, tienden a mirar hacia el pasado, a una época que idealizan, pero que no existió nunca. Ellos presentan esa idea como si quisieran recuperar esa gloria perdida, mientras que el populismo latinoamericano, en general, con juntadísimas excepciones, no mira hacia el pasado, sino hacia el futuro. Porque no hay ningún pasado glorioso que rescatar.

			Pero el populismo latinoamericano sí parece estar muy ligado al nacionalismo. Pienso, por ejemplo, en el proyecto de Hugo Chávez, que se define como una Revolución bolivariana y busca terminar de construir la patria que Bolívar soñó. Y pienso en Andrés Manuel López Obrador, con su nacionalismo revolucionario y su soberanía…

			Sí. La conexión con el nacionalismo es muy fuerte en general. Ahora, en estos dos casos que mencionas, es interesante ver cómo el liderazgo también marca unas actitudes. Porque López Obrador ha sido de los líderes que menos se ha interesado por el resto del mundo. En cambio, Chávez tuvo un rol muy importante en América Latina.

			«A veces parece que es una manera de encontrar un chivo expiatorio: echarle la culpa al liderazgo populista para no hacerse cargo de los déficits enormes de las democracias, o incluso de la falta de democracia que lleva a que surjan estos líderes populistas».
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